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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta

EXCMOS. SEÑORES:

Don Alvaro RodrfglJez Bereijo

Don ,fosé Gabaldón López

Don Carles Viver Pi-sunyer

0 0469 424

Nr1m. de Regis t ro:  2620/9L

ASUNTO: Recurso de amParo

promovido por CHANEL, S.A.

SOBRE: Auto de la Secci-ón Dé-

cima de Ia Audiencia Provin-

cial de Barcelona de 22 de

noviembre de L991, dictado en

el rol lo de apelación núm.

L208 /90 .

La Sección, ha

t ,erpuest ,o  por  Chanel ,  S.A.

examinado el trecurso de anparo in-

I .  ANTECEDENTES

1. Don Antonio Rafae1 Rodrlguez Muñoz, Procurador

de l-os Tribunales, en nombre y representación de CHANEL' S.A.'

mediante escrito presentado en el Registro GeneraL de este Tri-

bunal el dfa 24 de diciembre de L99L, interpuso recurso de dII l-

paro contra el Aut,o de Ia Sección Décima de }a Audiencia Pro-

vincial de Barcelona de 22 de noviembre de 199L, recafdo en eI

ro l lo  de apelac ión núm. 335/91.
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2.  La demanda se basar  €r  s ln tes is ,  en loe s igu ien-

t,es hechos:

A) La Guardia Civil sin mandamiento de entrada y

registro, con autorización del Subdelegado de Hacienda de Bar-

celona, ent,ró en el est,ablecimiento de don Daniel Pana Ramos,

encontrándosele en eI mismo varios cientos de botones falsif i-

cados de la marca CHANEL, incoándose en eI Juzgado de Instruc-

c ión núm. 9 de Barcelona las d i l igencias prev ias núm. L2O8/90.

B) Por Auto de1 referido Juzgado de fecha 16 de

agost,o de 1991r s€ acordó eI sobreseimiento provisional de las

actuaciones, al declararse i legal la di l igencia de entrada y

registro realizada por Ia Guardia Civi l  sin el mandamiento ju-

dicial correspondiente, siendo confirmado en reforma por el

Auto de 30 de sept, ienbre de L991, Y €tr apelación por el Auto de

22 de noviembre det citado año la Sección Décima de la Audien-

cia Provincial de Barcelona.

3. Estima la sociedad recurrente en anparo que el

Auto impugnado ha vulnerado e1 derecho a la t,utela judicial

e fec t iva ,  s in  indefens ión  (a r t .  24 .L  C.E. ) ,  puee no  procede la

declaración de nulidad de la dil igencia de entrada y regist,ro,

ya que se trataba de un establecimiento abierto al público y

además, €1 interesado prestó su consent,imiento, habiendo por

otra parte otras pruebas que acreditan la comisión del delito,

y en todo caso 6e tendrla que seguir investigando por el Juez

Instructor los hechos denunci-ados.

En virtud de lo expuesto, suplica que se dicte Sen-

tencia otorgando el amparo y declarando Ia nulidad de la reso-

lución recurrida.

4. Mediante providencia de la Seceión Cuarta de 8

de junio de L992r s€ puso de manif iesto a la entidad demandante
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y al Minist,erio Fiscal, Ia posible concurrencia de La cauaa de

inadmisión regulada en eI art,. 50.1 c) de Ia LOTC, por carencia

rnanifieeta de contenido constitucional de Ia demanda.

El  Min is ter io  F iscal -  e}  d fa 23 de jun io de L992

presentó escr i to  de a legaciones.

Para el Ministerio Fiscal, tra resolución impugnada,

consist,ente en el Auto que resuelve el recurso de apelación

contra el dict,ado por e1 Juez de Instrucción acordando el so-

breeeimiento de las di l igencias, es una resolución fundada, ra-

zonable y en modo alguno arbit,raria, sobre Ia base de Ia ponde-

ración y valoración de las di l igencJ-as de invest, igación de los

hechos practicadas en Ia fase correspondienLe del procedimiento

abrev iado.  Estando prev is to en e l  ar t .  790.6 de la  L.E.Cr in ina l

Ia posibi l idad de que el Juez de Instrucción de oficio, pueda

acordar el sobresej-miento en contra de las peüiciones de las

part,es acusadoras de apertura del juicio oraL, cuando est, ime

que et hecho no es constitut ivo de detito o cuando no existan

indicios racionales de criminalidad contra eI acusado.

Habiéndose vaLorado motivadament,e por los órganos

judic ia les,  según e l  Min is ter io  F iscal r  gü€ la  ent rada y re-

gistro de1 local donde e1 denunciado ejercfa sus act, ividades se

rea l i zó  con  i n f racc ión  de l  a r t .  L8 .2  C .E .  y  de l  545  de  l a

L.E.Criminalr por 1o que las pruebas obtenidas en el mismo no

podfan ser tomadas en consideración.

Concluye el Ministerio Fiscal sol icitando que se

dicte Auto de inadmisión aI carecer 1a demanda de contenido

const i tuc ional .

Por su parte, el Procurador de }a sociedad recu-

rrente presentó escrito de alegaciones el dfa 26 de junio de

L992, reit,erándose en las manifestaciones realizadas en la de-

manda.



ffiffiffi
'  TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL

ffiHr$WIW$,,K',K

U-=
o
o

e
o

E

o
e€

(L

0 04Ú9 42L

I I .  FUNDAMENIOS JURIDICOS

1. Examinadas Las alegaciones del Minieterio Fiscal

y de la eociedad demandante en amparo evacuadas en eL trámite

conferido al efecto, debe confirmarse la concurrencia de la

causa de inadmisión previst,a en el apartado c) de1 art,.  50.L de

Ia LOTC, gü€ fue puesta de manif iesto en nuestra providencia de

8  de  j un io  de  L992 .

El presente recurso de amparo se centra en det'ermi-

nar si se ha conculcado eI derecho fundamental a al tutela ju-

d ic ia l  e fect iva,  s in  indefensión consagrado en e}  ar t .  24.L

C.E. por eI Auto de Ia Sección Segunda de la Audiencia Provin-

cial de Barcelona de 22 de noviembre de 1991r Qüe confirma en

apelación el- Auto de sobreseimiento provisional de 1as di l igen-

cias previas nr1m. L208/90 dictado por el Juez de Instrucción,

debido fundamentalmente a Ia declaración de nulidad de la di l i-

gencia de entrada y registro.

2, Tanto el Juez de Instrucci.ón como ' l-a Audiencia

Provincial, analizan motivada y razonablement,e, que la dil igen-

cia de entrada y registro efectuada en el local propiedad del

d.enunciad.o era nula, ya que se practicó violent,ando eI derecho

fundamental  de inviolabi l idad de1 donic iL io del  arü.  L8.2 C.8. ,

aef como 1o previst ,o en el  ar t .  545 de ]a L.E.Crimina1, al  rea-

lizarse sin e1 preceptivo mandamiento judicial, examinando

igualmente que eI consentimiento que dio aquél a los agentes de

l-a autoridad estaba viciado.

Por tanto, 1os órganos judiciales al no poder t 'ener

en cuent,a las pruebas obtenidas en dicha dil igencia a t,enor de1

art , .  l -1-  de Ia L.O.P.J. ,  y valorando las demás pruebas pract ica-

das, de conformidad con el  ar t .  790.6 de la L.E.Criminal
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acordaron el sobreseimiento provisionaL de las actuaciones, de-

negando la apertura del juicio oral, siendo función jurisdic-

c ional  la  vaLorac ión de las pruebas pract , icadas,  (ar t .  LL7.3

C .E . ) ,  po r  1o  que  no  se  ha  concu l cado  e l  a r t .  24 .L  C .E .  Y  po r

ot,ra parte, eL archivo anticipado de las act,uaciones penales,

como ha manifestado reiteradamente este Tribunalr I lo vulnera el

derecho a Ia tut,ela judicial efectiva, si se obtiene decisión

fundada  en  de recho  (SSTC 7L /L984 ,  L48 /L987  y  L57 /L990 ,  en t re

ot ras) ,  como ha acontec ido en e l  presente caso.

En virtud de todo lo expuesto, la Sección en

apl icac ión del  ar t .  50.1 c)  de la  LOTC, acuerda la  inadmis ión

del presente recurso de amparo y el archivo de las actuacionea.

Madrid, catorce de eeptiernbre de nil novecientos

noventa y dos.
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